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1.- VISTOS 

Desata la Sala el recurso de apelación interpuesto por el interno CARLOS ALBERTO CARDONA VILLADA contra el auto interlocutorio proferido el primero (01) de octubre de 2007 -el expediente fue recibido en este Despacho el pasado 27 de noviembre- por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, por medio del cual negó la solicitud de libertad condicional que le fuera presentada por el sentenciado.

2.- PROVIDENCIA 

Frente a la petición elevada, el señor Juez que vigila el cumplimiento de la pena impuesta estudió si se verificaban los requisitos contemplados en el artículo 64 del Código Penal para la concesión del beneficio pedido. Luego de lo cual, estimó que no se cumplía el requisito objetivo -sic-, dado que si la pena había sido impuesta por cuarenta y seis (46) meses de prisión, las tres quintas (3/5) partes de la misma correspondían a veintisiete (27) meses y dieciocho (18) días, pero en el presente evento, sumadas la detención física para ese momento, veinte (20) meses y catorce (14) días a las redenciones de pena por 172 y 48 días respectivamente, se tenía que había descontado veintisiete (27) meses y veinticuatro (24) días. En lo que hacía con el factor subjetivo, relacionado con haber observado un comportamiento intramural positivo, consideró que a pesar de haberse allegado constancias del penal en las que se calificaba su conducta como ejemplar, no podía desconocerse que había incumplido las obligaciones mientras disfrutaba de prisión domiciliaria -abandonar sin justa causa su lugar de residencia- al punto que había sido necesaria su revocación. En ese orden de ideas, no era posible conceder el beneficio liberatorio pedido.
Advirtió el señor juez, de manera adicional, que la decisión de negar la libertad condicional al señor CARDONA VILLADA no estaba sujeta a un FUTURO CAMBIO DE COMPORTAMIENTO, ya que el artículo 150 de la Ley 65 de 1993 establecía que el interno que incumpliera las obligaciones previstas en el programa de institución abierta, de confianza, libertad o franquicia preparatorias, se le revocaría el beneficio y debería cumplir el resto de la pena sin derecho a la libertad condicional. Aunque en esta norma no se habla de la prisión domiciliaria, ello era lógico por cuanto dicha figura era posterior a la ley en mención, pero no obstaba para HACERLA EXTENSIVA si se tenía en cuenta que se trata de un beneficio con características similares a las anunciadas en el precepto. 
3.-  RECURSO

En su sustentación, el recluso insiste en explicar las razones por las cuales no fue encontrado en su domicilio cuando se verificó el control por parte del INPEC, relacionadas con los problemas de salud de su hijo menor y tener que salir a despacharlo en compañía de su madre con destino al municipio de Chinchiná (Cds.).

De otro lado, sostiene que ya se encuentra cumplida la exigencia objetiva de la norma, dado que ya superó los veintisiete (27) meses y dieciocho (18) días, ya que para la fecha en que presentó la sustentación -12 de octubre de 2007- había descontado veintiocho (28) meses -detención física más redenciones-.
Agrega que está dispuesto a cumplir con cualquier requisito exigido por la Ley en aras de disfrutar el beneficio pedido.
4.-  SE CONSIDERA

Esta Sala es competente para desatar el recurso de apelación interpuesto contra la decisión adoptada por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, por tratarse de un proceso surtido bajo la égida del Código de Procedimiento Penal del año 2000.
De cara a los planteamientos del interno apelante, debe decirse de una vez, que no pueden ser de recibo los argumentos presentados en su escrito, en cuanto pretende desvirtuar las razones por las cuales en ocasión pasada el juzgado que vigila el cumplimiento de la pena impuesta le revocó la prisión domiciliaria que disfrutaba. Debe recordarse que en esa ocasión, se analizó lo pertinente y se concluyó por parte del señor funcionario en el auto proferido el trece (13) de agosto de 2007 lo siguiente: “Pero resulta que revisada cuidadosamente la documentación aportada, emanada de la ESE Hospital San Marcos de Chinchiná, se tiene que efectivamente el día 18 de junio de 2007, a las 5 de la mañana, ingresó el menor Andrés Camilo Pulgarín por urgencias toda vez que tenía problemas en su salud, lo cual demuestra claramente que la excusa presentada por el sentenciado CARLOS ALBERTO CARDONA VILLADA no tiene respaldo alguno como es su pretensión, toda vez que el abandono temporal de su residencia detectado por el funcionario del INPEC, inspector José Albeiro Ocampo Rivera, se dio el día 17 de junio de 2007 a las 18:40 horas…”
 Por manera que no es dable en este momento seguir insistiendo en una justificación que por obvias razones no fue aceptada por el señor juez ejecutor, en decisión que en este momento ya no es posible atacar.
Aclarado lo anterior, encuentra la Sala que el auto impugnado contiene varias aseveraciones sobre las cuales es indispensable que el Tribunal se pronuncie, habida consideración a que contiene afirmaciones que no pueden ser compartidas en esta instancia.

Al margen de la infortunada e inexacta alusión en el sentido que no se cumplía con el requisito objetivo de la norma contenida en el artículo 64 del Código Penal, valga la pena aclarar, en su redacción original, es decir, sin la modificación introducida por el artículo 5º de la Ley 890 de 2004 para la fecha de comisión de los hechos, cuando en verdad ya el señor CARDONA VILLADA había descontado más de las tres quintas (3/5) partes de la pena impuesta, esta Corporación encuentra que el análisis que se debe efectuar en lo atinente con la petición de libertad pedida, se debe centrar única y exclusivamente en el aspecto subjetivo, porque se itera, el objetivo ya ha sido superado.
En ese orden de ideas, lo primero a examinar es la conclusión a la que arriba el juez primario, consistente en la obligatoriedad de la ejecución intramural de la totalidad de la pena, como consecuencia de la revocatoria del sustituto de la casa por cárcel. Al respecto, debe recordar el Tribunal cómo en varias ocasiones anteriores ha llamado la atención al mismo juzgado, como quiera que esta instancia ha estimado que un yerro en el decurso del cumplimiento de la pena, no puede ser aspecto determinante que obligue a la exclusión de cualquier beneficio liberatorio a futuro, en especial porque una actitud así concebida choca de frente con el sistema progresivo que inspira al tratamiento penitenciario en aras de lograr una adecuada rehabilitación del interno.

No puede desconocerse que el señor CARLOS ALBERTO CARDONA VILLADA fue inferior a los compromisos asumidos cuando se le otorgó la prisión domiciliaria -beneficio al que pocos internos tienen acceso- y por consiguiente debe continuar purgando su pena en detención intramural, lo que implica que la decisión adoptada en la primera instancia en ese sentido, debe ser confirmada. Sin embargo, este incumplimiento ya tuvo su condigna sanción consistente en la revocación de la gracia. Por tanto, lo que se impone ahora, no es negar en forma definitiva su posibilidad de acceder al beneficio liberatorio, sino hacer un seguimiento del proceso que el interno desarrolle dentro del centro de reclusión, el cual por el escaso tiempo que lleva en formal reclusión -según constancia que obra en el fl. 213, ingresó al penal el día 16 de agosto de 2007- no puede arrojar resultados positivos en este momento y exige que con mayores veras se le preste mayor atención al comportamiento que el señor CARDONA VILLADA despliegue en el panóptico en aras de estudiar la posibilidad en un futuro mediato de concedérsele la libertad condicional en caso de seguir registrando anotaciones positivas como las que hasta ahora ha obtenido. Queda claro entonces, que no le asiste razón al juez ejecutor en la posición asumida.
En segundo término, debe manifestar el Tribunal su gran asombro frente a lo argumentado en relación con los pretendidos efectos del incumplimiento de las obligaciones correlativas al sustituto de la prisión domiciliaria, dado que en criterio del señor Juez a quo esa circunstancia permitiría la aplicación de lo dispuesto en el artículo 150 de La Ley 65 de 1993 –Régimen Penitenciario y Carcelario- que obliga a cumplir el resto de la pena sin derecho a la libertad condicional cuando se han infringido las obligaciones previstas en el programa de institución abierta, de confianza, libertad o franquicia preparatoria. La extrañeza de la Sala es mayúscula si se tiene en cuenta que ya en ocasión pretérita se había advertido sobre la inconveniencia de tal línea de pensamiento por ser vulneradora de caros principios del sistema penal, como aquél que impide la aplicación de la analogía para producir consecuencias adversas a quien soporta la acción punitiva del Estado, así como lo concerniente con la definitiva negación de beneficios para quien en situación similar a la aquí estudiada, había sido objeto de revocación de la prisión domiciliaria; tesis que aparte de no ser tenida en cuenta por el a quo, tampoco fue objeto de pronunciamiento en relación con las razones por las cuales se apartaba de ella, como era su obligación hacerlo. Mírese la forma en que esta Corporación razonó en relación con el tema propuesto:
Una elucubración así presentada, resulta contraria a los mandatos superiores y a los principios que rigen la materia penal, toda vez que desconoce entre otros, lo dispuesto en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y en los artículos 29 constitucional y 5º del Código Penal, en tanto prohíben la aplicación de la analogía in malam partem. Hacer extensiva la sanción contemplada en el citado artículo 150 
 del Régimen Penitenciario y Carcelario a un evento que no está contemplado allí –por más que se parezca a las situaciones a las cuales alude la disposición- no es otra cosa que pretender llenar un supuesto vacío que ha dejado la ley penitenciaria de indudable contenido penal, ampliando el ámbito de aplicación de una norma que es más gravosa para el penado, sin que el legislador se hubiera pronunciado al respecto o hubiera hecho la modificación pertinente para incluir dentro de las actuaciones sujetas a tan estricto tratamiento lo concerniente con la prisión domiciliaria. Nótese lo que la doctrina especializada señala respecto de la aplicación de la figura de la analogía  en materia penal:

Así las cosas, el dispensador de justicia no puede decidir un caso no contemplado en la ley argumentando con el espíritu latente en esta, o partiendo de la semejanza entre la hipótesis planteada y las que la ley penal ha definido o enunciado en su texto; incluso, en situaciones más extremas tampoco puede acudir a los fundamentos del orden jurídico en su conjunto. No puede, pues, aplicarse la ley penal a un caso para el que no ha sido dada, aun cuando se trate de hecho semejante a aquel o aquellos para los que efectivamente estaba destinada a regir (sobre el concepto de analogía, confróntese Corte Constitucional, sentencia  C-083 de 1º marzo 1995).
  
Por manera, que como se vio, no puede el incumplimiento de las obligaciones de la prisión domiciliaria ser contemplado como justificante para negar a futuro la libertad condicional con fundamento en lo dispuesto en el artículo 150 de la Ley 65 de 1993.

Con fundamento en lo previamente expuesto, se impone la confirmación del proveído apelado, en cuanto negó la libertad condicional, con las aclaraciones pertinentes en relación con las motivaciones para arribar a esa conclusión.
5.- DECISIÓN  

El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal,  CONFIRMA con las aclaraciones vertidas en la parte motiva de esta providencia, el auto interlocutorio proferido por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, materia de apelación. 
CÓPIESE, CÚMPLASE Y DEVUÉLVASE 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE 
               LEONEL ROGELES MORENO

     Magistrado




         Magistrado

IVANOV ARTEAGA GUZMÁN


      CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ

    
     Magistrado 




          Secretaria
� Cfr. fl. 199 del Cuaderno.


� Artículo 150. INCUMPLIMIENTO DE LAS OBLIGACIONES. Al interno que incumpla las obligaciones previstas en el programa de institución abierta, de confianza, libertad o franquicia preparatorias, se le revocará el beneficio y deberá cumplir el resto de la condena sin derecho a la libertad condicional. 


� VELÁSQUEZ V. Fernando. Manual de derecho penal. Parte general. 2ª ed. Temis: Bogotá, 2004 Pág. 69  


� Cfr. Auto de segunda instancia del 24-01-2007. Radicado 660013187001-2004-00659-02. M.P. Jorge Arturo Castaño Duque.
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